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CAPÍTULO III

El derecho a la vida y las ejecuciones arbitrarias. 
Marco normativo aplicable

1. La vida como derecho inderogable y perentorio

Atendiendo a su carácter “intrínseco” o “inherente” a la dignidad humana, el derecho a la vida 
se encuentra garantizado en numerosas disposiciones del derecho internacional de los derechos 
humanos14 en una doble faz de derecho-inmunidad y de derecho-prestación. El derecho a la vida 
se encuentra entre los que no pueden ser suspendidos bajo ninguna circunstancia excepcional de 
guerra, peligro público o emergencia, aunque ésta ponga en riesgo la misma existencia del Estado 
o la nación15, así como tampoco puede ser suspendida ninguna garantía judicial indispensable 
que permita a las víctimas de violaciones al derecho a la vida recurrir a los tribunales para 
obtener la tutela efectiva del derecho vulnerado16. Se ha entendido que el respeto al derecho a 
la vida es un prerrequisito fundamental para el disfrute de todos los demás derechos humanos, 
ya que de no ser respetado, éstos carecen de sentido17.

En tanto derecho-inmunidad, el derecho a la vida impone al Estado la prohibición que sus 
fuerzas públicas, o agentes privados actuando con aquiescencia o autorización de las autoridades 
públicas, priven arbitrariamente de la vida a una persona. En tal sentido, el Comité de Derechos 
Humanos ha señalado que en virtud del artículo 6.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, los Estados deben “evitar que sus propias fuerzas de seguridad maten de forma 

14 Artículo 6.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Artículo 4.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, 
Artículo 6 de la Convención de Derechos del Niño, que a su vez concuerdan con el Artículo 4 de la Constitución Paraguaya de 1992. El 
Comité de Derechos Humanos ha sostenido en su Observación General N° 6 (1982) que “[s]e trata del derecho supremo respecto del 
cual no se autoriza suspensión alguna, ni siquiera en situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la nación” (párr. 1).

15 Artículo 4.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; Artículo 27.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos, 
en concordancia con el Artículo 288 de la Constitución Paraguaya de 1992; Principios de Siracusa sobre las Disposiciones de Limitación 
y Derogación del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Principios 58 y 69). Los Principios de Siracusa disponen que 
los Estados deben adoptar “precauciones especiales en situaciones de excepción para asegurar que no haya grupos ofi ciales ni 
semiofi ciales que practiquen ejecuciones arbitrarias o extrajudiciales o provoquen desapariciones involuntarias” (Principio 59). Asimismo, 
los Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias señalan que “en 
ninguna circunstancia, ni siquiera en estado de guerra, de sitio o en otra emergencia pública, se otorgará inmunidad general previa de 
procesamiento a las personas supuestamente implicadas en ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias” (principio 19). 

16 Artículo 27.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos. Corte I.D.H. Garantías judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 
25 y 8 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987. Principios de Siracusa 
sobre las Disposiciones de Limitación y Derogación del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Principio 60).

17 Corte I.D.H. Caso Villagrán Morales y Otros (Caso de los “Niños de la Calle”). Sentencia de 19 de noviembre 1999, párr. 144. Caso Myrna 
Mack Chang vs. Guatemala. Sentencia de 25 de noviembre de 2003, párr. 152. Caso Juan Humberto Sánchez. Sentencia del 7 de junio 
de 2003, párr. 110. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Sentencia del 2 de setiembre del 2004, párr. 156.
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arbitraria. La privación de la vida por las autoridades del Estado es una cuestión de suma 
gravedad. Por consiguiente, la ley debe controlar y limitar estrictamente las circunstancias en que 
dichas autoridades pueden privar de la vida a una persona” (Observación General N° 6, párr. 
6). La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que en virtud del artículo 4.1 de 
la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma (obligación de respetar y 
garantizar los derechos) el cumplimiento del derecho a la vida “no sólo presupone que ninguna 
persona sea privada de su vida arbitrariamente (obligación negativa), sino que además requiere 
que los Estados tomen todas las medidas apropiadas para proteger y preservar el derecho a la 
vida (obligación positiva)”18. Este deber de protección integral del derecho a la vida involucra 
a “toda institución estatal, y a quienes deben resguardar la seguridad, sean éstas sus fuerzas de 
policía o sus fuerzas armadas”19. En virtud de estas obligaciones, los Estados “deben tomar todas 
las medidas necesarias […] para prevenir las ejecuciones arbitrarias por parte de sus propios 
agentes de seguridad”20. El Comité de Derechos Humanos ha entendido que en razón que el 
derecho a la vida “es el derecho supremo de los seres humanos (…) [s]e desprende de ello que 
la privación de la vida por las autoridades estatales es una cuestión gravísima”21.

Para la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el derecho a la vida en tanto inmunidad 
“está dominado por un principio sustancial […] según el cual ‘toda persona tiene derecho a que 
se respete su vida’ y por un principio procesal según el cual ‘nadie puede ser privado de la vida 
arbitrariamente’”. Este último principio impone “reglas procesales cuyo respeto debe vigilarse y 
exigirse de modo estricto”22.

No obstante su carácter fundamental, el derecho a la vida no es ilimitado o absoluto, y puede 
admitir –bajo estrictas reglas de procedimiento– determinadas restricciones en una sociedad 
democrática.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que las restricciones admitidas 
a los derechos reconocidos por la Convención Americana deben ajustarse a un determinado 
estándar de legitimidad, fuera del cual resultan arbitrarias e incompatibles con las obligaciones 
internacionales emanadas de la Convención. Para la Corte, una restricción es legítima cuando: a) 
se justifi ca frente a la existencia de una necesidad imperiosa que por su importancia predomine 
claramente sobre el interés colectivo del goce efectivo del derecho que se restringe; no basta 
con demostrar la utilidad, oportunidad o razonabilidad de la restricción, sino que esta debe 
legitimarse como la única medida ante la futilidad de una medida menos gravosa; b) está 
orientada a satisfacer ese interés público imperativo y debe ser congruente con el logro de tal fi n, 
es decir, debe proteger efectivamente el derecho que se propone proteger mediante la imposición 
de dicha restricción; c) es proporcional al interés que la justifi ca y se limita estrictamente al logro 
de sus objetivos legítimos, debiendo escogerse de entre varias alternativas, aquella que limite en 
menor medida el derecho que se restringe23.

18 Corte I.D.H. Caso de los hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú. Sentencia de 8 de julio de 2004, párr. 129. Caso Myrna Mack Chang vs. 
Guatemala. Sentencia de 25 de noviembre de 2003, párr. 153. Caso Bulacio. Sentencia de 18 de setiembre de 2003, párr. 111. Caso Juan 
Humberto Sánchez, Sentencia del 7 de junio de 2003, párr. 110. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros). Sentencia de 
19 de noviembre 1999, párr. 139.

19 Corte I.D.H. Caso de los hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú. Sentencia de 8 de julio de 2004, párr. 129. Caso Myrna Mack Chang vs. 
Guatemala. Sentencia de 25 de noviembre de 2003, párr. 153. Caso Juan Humberto Sánchez, Sentencia del 7 de junio de 2003, párr. 110.

20 Corte I.D.H. Caso de los hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú. Sentencia de 8 de julio de 2004, párr. 129. Caso Myrna Mack Chang vs. 
Guatemala. Sentencia de 25 de noviembre de 2003, párr. 153. Caso Bámaca Velázquez. Sentencia de 25 de noviembre de 2000, párr. 
172. Caso Juan Humberto Sánchez, Sentencia del 7 de junio de 2003, párr. 110. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y 
otros). Sentencia de 19 de noviembre 1999, párr. 144-145.

21 Caso Suárez de Guerrero vs. Colombia (comunicación N° 45/79, párr. 13.1).
22 Corte I.D.H. Restricciones a la Pena de Muerte (arts. 4.2 y 4.4 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva 

OC-3/83 del 8 de setiembre de 1983, párr. 53-55. 
23 Corte I.D.H. La colegiación obligatoria de periodistas (arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva 

OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985, párr. 46.
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Los Principios de Siracusa sobre las Disposiciones de Limitación y Derogación del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos establecen, por su parte, determinados estándares de 
interpretación general con relación a la justifi cación de las limitaciones a los derechos reconocidos 
en el Pacto, entre los cuales se encuentra el derecho a la vida, cuya posibilidad de restricción, 
por generar efectos irreversibles cuya compensación ulterior escapa a las posibilidades de la 
restitución integral y de los medios tradicionales de reparación, debe ser ponderado con un nivel 
de escrutinio mucho más riguroso.

De acuerdo a los Principios de Siracusa, las restricciones legítimas de cualquier derecho reconocido Principios de Siracusa, las restricciones legítimas de cualquier derecho reconocido Principios de Siracusa
en el Pacto se deben ajustar a la concurrencia de estos principios generales interpretativos: a) 
legalidad: no se aplicarán restricciones de modo arbitrario y no se permitirán otras restricciones 
o motivos para imponer restricciones que las expresamente determinadas en el propio Pacto, y 
éstas deberán estar establecidas en las leyes internas del Estado. Si otro instrumento de derechos 
humanos protege en mayor grado un derecho que se pretende restringir en virtud de cláusulas 
de limitación establecidas en virtud del Pacto, a tenor del principio pro homine se aplicará el pro homine se aplicará el pro homine
estándar que establezca mayor nivel de protección. La carga de justifi car la legitimidad de la 
limitación a un derecho corresponde al Estado (Principios 1, 5, 7, 12 y 14); b) compatibilidad:
cualquier restricción debe ser compatible con los objetivos y propósitos del Pacto, y con los 
demás derechos reconocidos en dicho instrumento; las limitaciones deberán ser interpretadas 
a la luz y en el contexto del derecho particular de que se trate, y no se interpretará de manera 
que pueda menoscabar la esencia del mismo (Principios 2, 4, 5 y 13); c) interés legítimo:
las cláusulas de restricción se establecerán estricta y únicamente a favor de los derechos en 
cuestión, y no se limitarán derechos con una fi nalidad distinta a ésta (Principios 3 y 6); d) 
necesidad: las restricciones responden a una necesidad pública o social apremiante, responden 
a ese objetivo legítimo y guardan proporción con dicho objetivo; toda evaluación en cuanto a 
la necesidad de una restricción se deberá basar en consideraciones objetivas (Principio 10); e) 
proporcionalidad: los Estados, al aplicar una limitación, no utilizarán medios más restrictivos de 
lo que sea necesario para lograr el propósito legítimo pretendido por la limitación (Principio 11); 
f) no discriminación: la limitación impuesta a un derecho reconocido en el Pacto se aplicará sin 
distinción alguna de raza, color, sexo, orientación sexual, idioma, religión, opinión política o de 
otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición 
social (Principio 9); g) justiciabilidad: toda limitación impuesta podrá ser impugnada ante los 
tribunales de justicia, así como también podrá ser recurrida su aplicación abusiva (Principio 8).

En el contexto de un Estado que proscribe la pena de muerte como el Paraguay, el uso legítimo 
de la fuerza y de armas de fuego contra personas por parte de agentes públicos se encuentra 
restringido y autorizado “solamente cuando otros medios resulten inefi caces o no garanticen de 
ninguna manera el logro del resultado previsto”, debiendo utilizar previamente y “en la medida de 
lo posible medios no violentos antes de recurrir al empleo de la fuerza y de armas de fuego”. El uso 
legítimo de armas de fuego contra personas está estrictamente limitado a su empleo “en defensa 
propia o de otras personas, en caso de peligro inminente de muerte o lesiones graves, o con el 
propósito de evitar la comisión de un delito particularmente grave que entrañe una seria amenaza 
para la vida, o con el objeto de detener a una persona que represente ese peligro y oponga 
resistencia a su autoridad, o para impedir su fuga, y sólo en caso de que resulten insufi cientes 
medidas menos extremas para lograr dichos objetivos. En cualquier caso, sólo se podrá hacer uso 
intencional de armas letales cuando sea estrictamente inevitable para proteger una vida”24.

24 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley 
(Principios 4 y 9). Estos principios se encuentran transcriptos casi literalmente en el artículo 298 del Código Procesal Penal.
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Para el Comité de Derechos Humanos “[l]as exigencias de que el derecho esté protegido por 
la ley y de que nadie pueda ser privado de la vida arbitrariamente signifi ca que la ley debe 
controlar y limitar estrictamente las circunstancias en que una persona podrá ser privada de su 
vida por las autoridades del Estado”25.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos tuvo ocasión de examinar la proporcionalidad y 
necesidad del uso legítimo de la fuerza en los casos Neira Alegría y otros vs. Perú y Durand y Ugarte 
vs. Perú, ambos referidos a las actuaciones de la Marina peruana en la debelación de motines 
que varios detenidos acusados de pertenecer a Sendero Luminoso iniciaron simultáneamente en 
tres penales limeños en junio de 1986. La Corte señaló que “no está en discusión (…) el derecho 
del Estado a usar la fuerza, aunque ella implique la privación de la vida, en el mantenimiento del 
orden”, aunque estas facultades estatales se encuentran sujetas a estrictos límites:

“Está más allá de toda duda que el Estado tiene el derecho y el deber de 
garantizar su propia seguridad. Tampoco puede discutirse que toda sociedad 
padece por las infracciones a su orden jurídico. Pero, por graves que puedan 
ser ciertas acciones y por culpables que puedan ser los reos de determinados 
delitos, no cabe admitir que el poder pueda ejercerse sin límite alguno o 
que el Estado pueda valerse de cualquier procedimiento para alcanzar sus 
objetivos, sin sujeción al derecho o a la moral. Ninguna actividad del Estado 
puede fundarse sobre el desprecio a la dignidad humana”

La Corte señaló que ni “la alta peligrosidad” de los amotinados, ni “el hecho de que estuvieren 
armados”, llegaron a constituir “elementos sufi cientes para justifi car el volumen de la fuerza que se 
usó”, ya que la acción represiva fue desproporcionada porque los amotinados hubieran acabado 
rindiéndose eventualmente, de haber utilizado medios menos lesivos, y por la negligencia con 
que se procedió al rescate de los sobrevivientes26.

Posteriormente, la Corte profundizó en los criterios que legitiman el uso de la fuerza y de las 
armas de fuego por parte de funcionarios encargados de hacer cumplir la ley en el caso Montero 
Aranguren y otros (Retén de Catia) vs. la República Bolivariana de Venezuela. En ese caso, la 
Corte examinó la ejecución arbitraria de 37 reclusos de una penitenciaría en Caracas, el Retén 
de Catia, durante la intervención de tropas militares y de la policía en la agitación que había 
ocurrido en el penal en la madrugada del 27 de noviembre de 1992, después de un segundo 
intento de golpe militar en Venezuela. En esa sentencia, la Corte sostuvo que:

“El uso de la fuerza por parte de los cuerpos de seguridad estatales debe 
estar defi nido por la excepcionalidad, y debe ser planeado y limitado 
proporcionalmente por las autoridades. En este sentido, el Tribunal ha 
estimado que sólo podrá hacerse uso de la fuerza o de instrumentos de 
coerción cuando se hayan agotado y hayan fracasado todos los demás 
medios de control.

En un mayor grado de excepcionalidad se ubica el uso de la fuerza letal y 
las armas de fuego por parte de agentes de seguridad estatales contra las 
personas, el cual debe estar prohibido como regla general. Su uso excepcional 

25 Caso Suárez de Guerrero vs. Colombia (comunicación N° 45/79, párr. 13.1).
26 Corte I.D.H. Caso Durand y Ugarte vs. Perú. Sentencia del 16 de agosto de 2000, párr. 69-70; Caso Neira Alegría y otros vs. Perú. 

Sentencia del 19 de enero de 1995, párr. 74-75.
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deberá estar formulado por ley, y ser interpretado restrictivamente de 
manera que sea minimizado en toda circunstancia, no siendo más que 
el ‘absolutamente necesario’ en relación con la fuerza o amenaza que se 
pretende repeler. Cuando se usa fuerza excesiva toda privación de la vida 
resultante es arbitraria”27.

El Comité de Derechos Humanos, en el marco de su jurisprudencia contenciosa, ha entendido 
que se confi guró una ejecución arbitraria prohibida por el artículo 6.1 del Pacto de Derechos 
Civiles y Políticos, como consecuencia de una acción deliberada e intencional de la policía ya que 
“[l]a acción policial se llevó a cabo aparentemente sin advertencia previa a las víctimas y sin dar 
a éstas ninguna oportunidad de rendirse a la patrulla policial ni de ofrecer ninguna explicación 
de su presencia o de sus intenciones. No [hubo] pruebas de que la acción de la policía fuera 
necesaria en defensa propia o de otros, ni de que fuera necesaria para la detención o para 
impedir la huida de las personas interesadas”28.

De acuerdo a estas disposiciones de derecho internacional, el uso legítimo de armas de fuego 
por parte de la fuerza pública o cualquier funcionario encargado de hacer cumplir la ley, se 
encuentra sujeto a ciertas estrictas reglas de procedimiento que regulan las circunstancias en que 
puede ser legítimo usar armas de fuego contra personas y, eventualmente, causarles lesiones o 
incluso la muerte. La legalidad del uso de armas de fuego por parte de la fuerza pública, puede 
ser sintetizada en la concurrencia de tres principios:

Excepcionalidad: De acuerdo a este principio, el uso de la fuerza y de armas de fuego debe 
estar sujeto a estrictas restricciones, no debe ser la regla ordinaria de actuación de las fuerzas 
públicas sino la última medida extrema que debe ser aplicada frente a un número limitado de 
situaciones particularmente graves, las que, por otra parte, deben estar expresamente previstas 
en las leyes y ordenanzas aplicables a los agentes públicos.

Necesidad: Las disposiciones del derecho internacional establecen que las circunstancias que 
legitiman el uso de armas de fuego contra personas deben circunscribirse a presupuestos de 
hecho en los que existan serias e inminentes amenazas a la vida, frente a la cual no existen otras 
alternativas de actuación. Estas circunstancias se sintetizan en: a) peligro inminente de muerte o 
lesiones graves del funcionario encargado de hacer cumplir la ley o de terceras personas; b) evitar 
la comisión de un delito penal “particularmente grave” que entrañe una seria amenaza al derecho 
a la vida; c) detener o impedir la fuga de una persona que represente el peligro de la comisión 
de dicho delito, y que se oponga a su detención por parte del funcionario interviniente. La única 
circunstancia legítima en que una persona pierde la incolumidad de su vida frente al Estado se 
produce cuando la privación de la vida es necesaria para evitar que se perpetre otro homicidio.

Proporcionalidad: El uso de la fuerza y de las armas de fuego debe estar en proporción directa 
con la amenaza al derecho a la vida que representa la persona agresora contra quien la fuerza y las 
armas de fuego son utilizadas. El concepto de proporcionalidad incluye dos aspectos sumamente 
relevantes. En primer término, la proporcionalidad en relación al daño que se causa al agresor, el 
que debe restringirse al mínimo posible sufi ciente para alejar el peligro o disminuir su capacidad 
de realizar la amenaza. En segundo término, la proporcionalidad en relación a la progresividad 
de los medios de coerción física que se ponen en práctica cuando los funcionarios encargados de 

27 Corte I.D.H. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) vs. la República Bolivariana de Venezuela. Sentencia del 5 de julio de 2006, 
párr. 67-68.
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hacer cumplir la ley utilizan la fuerza. La proporcionalidad, en relación al daño que se provoca 
y a la progresividad de los medios de coerción, impone que los agentes públicos adopten en 
primer término medios de contención que no sean letales, que den previo aviso antes de utilizar 
las armas de fuego para dar la oportunidad de rendición y que, en caso de utilizarlas, los disparos 
sean razonablemente dirigidos a causar el mínimo daño posible o, en todo caso, ocasionar 
heridas que no provoquen la muerte.

Personas bajo custodia del Estado
El respeto al derecho a la vida supone la obligación positiva de garantizar medios idóneos para 
protegerla y preservarla, que en los casos de personas sometidas a custodia del Estado por cualquier 
orden judicial, administrativa o de la índole que sea, adquiere exigencias más severas en la prevención 
de situaciones que, incluso por omisión, pudieran derivar en la supresión de la vida.

Toda persona privada de su libertad tiene derecho a ser tratada humanamente y con el respeto 
debido a la dignidad inherente al ser humano29. El Comité de Derechos Humanos ha señalado 
que esta obligación “es una norma fundamental de aplicación universal” y que “tal norma, 
como mínimo, no puede depender de los recursos materiales disponibles en el Estado” y debe 
ser aplicada sin discriminación (Observación General Nº 21, párr. 4). El Comité de Derechos 
Humanos ha señalado en su jurisprudencia que los Estados no pueden argumentar falta de 
recursos ni difi cultades económicas para privar de un trato humano a toda persona privada 
de libertad, y que se encuentran obligados a proporcionar a todas las personas privadas de 
libertad servicios que satisfagan sus necesidades básicas, como la alimentación e instalaciones de 
esparcimiento adecuadas30.

El Comité de Derechos Humanos señaló que el derecho a un trato humano a las personas 
privadas de libertad “impone a los Estados Partes una obligación positiva en favor de las personas 
especialmente vulnerables por su condición de personas privadas de libertad”, y en tal sentido 
obliga a no someter a “penurias o a restricciones que no sean las que resulten de la privación 
de la libertad; debe garantizarse el respeto de la dignidad de estas personas en las mismas 
condiciones aplicables a las personas libres. Las personas privadas de libertad gozan de todos los 
derechos enunciados en el Pacto, sin perjuicio de las restricciones inevitables en condiciones de 
reclusión” (Observación General Nº 21, párr. 3).

La Corte Interamericana de Derechos Humanos sostuvo que las personas sometidas a cualquier 
forma de detención tienen derecho a vivir en condiciones de detención compatibles con su 
dignidad personal y el Estado debe garantizarles el derecho a la vida y a la integridad personal31. 
En estas circunstancias, el Estado se encuentra en una posición especial de garante ya que por 
la condiciones de detención las autoridades penitenciarias ejercen un fuerte control o dominio 
sobre las personas sometidas a su custodia32.

28 Caso Suárez de Guerrero vs. Colombia (comunicación N° 45/79, párr. 13.2).
29 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (art. 10.1); Convención Americana de Derechos Humanos (art. 5.2); Principios Básicos 

para el tratamiento de los reclusos (principio 1); Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier 
forma de detención o prisión (principio 1).

30 Ver en los casos Kelly vs. Jamaica (253/1987) y Párkárkárk nyi vs. Hungrínyi vs. Hungrínyi vs. Hungr aíaí  (410/1990).
31 Corte I.D.H. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú, Sentencia de 8 de julio de 2004, párr. 166. Caso de los “Niños de la Calle” 

(Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala. Sentencia de 19 de noviembre de 1999, párr. 194. Condición Jurídica y Derechos Humanos del 
Niño. Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002, párr. 24. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Sentencia 
del 2 de setiembre del 2004, párr. 156.

32 Corte I.D.H. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Sentencia del 2 de setiembre del 2004, párr. 156. Caso de los 
Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú Sentencia de 8 de julio de 2004, párr. 98; Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú Sentencia de 8 de julio de 2004, párr. 98; Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú Caso Juan Humberto Sánchez. Sentencia de 7 de junio 
de 2003, párr. 111. Caso Bulacio vs. Argentina. Sentencia de 18 de septiembre de 2003, párr. 138. Caso de la Cárcel de Urso Branco.
Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 7 de julio de 2004, considerando sexto.

CAPÍTULO IIIPARTE I



77

En esta circunstancia en la que al detenido, por las condiciones propias del encierro, “se le 
impide satisfacer por cuenta propia una serie de necesidades básicas que son esenciales para el 
desarrollo de una vida digna”, el Estado debe “asumir una serie de responsabilidades particulares 
y tomar diversas iniciativas especiales para garantizar a los reclusos las condiciones necesarias para 
desarrollar una vida digna y contribuir al goce efectivo de aquellos derechos que bajo ninguna 
circunstancia pueden restringirse o de aquéllos cuya restricción no deriva necesariamente de la 
privación de libertad y que, por tanto, no es permisible”33.

En atención a esta situación particular del derecho a la vida en el contexto de personas detenidas, 
el Estado se encuentra obligado en el doble carácter del derecho a la vida en tanto inmunidad 
y en cuanto prestación, ya que por una parte debe prevenir que sus funcionarios penitenciarios 
priven arbitrariamente de la vida a las personas detenidas bajo su custodia, y a la vez deben 
proveer y garantizar todos los servicios básicos indispensables que realizan las condiciones mínimas 
compatibles con la dignidad humana. Entre estos derechos que satisfacen las necesidades básicas 
cuya privación vulneraría la vida se encuentran la alimentación adecuada y agua, instalaciones 
sanitarias y de aseo personal, vestimenta, descanso, acceso a la luz solar, infraestructura adecuada 
para el esparcimiento y, muy especialmente, la atención médica básica.

La Corte Interamericana señaló que “el Estado debe asegurar que una persona esté detenida 
en condiciones que sean compatibles con el respeto a su dignidad humana, que la manera 
y el método de ejercer la medida no le someta a angustia o difi cultad que exceda el nivel 
inevitable de sufrimiento intrínseco a la detención, y que, dadas las exigencias prácticas del 
encarcelamiento, su salud y bienestar estén asegurados adecuadamente, brindándole, entre 
otras cosas, la asistencia médica requerida”34.

El derecho internacional de los derechos humanos establece un completo estándar sobre las 
normas que deben regir el derecho al acceso y la calidad en la atención médica por parte de las 
personas sometidas a cualquier forma de detención. Estas disposiciones establecen:

a) Todas las personas detenidas tienen derecho al acceso a los servicios de salud disponibles en 
el país, sin discriminación alguna35. Los servicios médicos penitenciarios deberán organizarse 
íntimamente vinculados con el sistema de salud general del Estado36.

b) Es responsabilidad de los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley asegurar la plena 
protección de la salud de las personas bajo su custodia y, en particular, deberán tomar todas 
las medidas inmediatas para proporcionar atención médica cuando se precise37.

c) Es obligación de las autoridades realizar un examen médico apropiado a toda persona detenida 
o presa con la menor dilación posible después de su ingreso en el lugar de detención o prisión38. 
Toda persona detenida tiene derecho a solicitar a un juez u otra autoridad competente una 
segunda opinión o examen médico, cuyos resultados serán debidamente registrados39.

33 Corte I.D.H. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Sentencia del 2 de setiembre del 2004, párr. 152-3.
34 Corte I.D.H. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Sentencia del 2 de setiembre del 2004, párr. 159.
35 Principios básicos para el tratamiento de los reclusos (principio 9).
36 Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos (regla 22.1).
37 Código de Conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley (artículo 6).
38 Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión (principio 24). Reglas 

mínimas para el tratamiento de los reclusos (regla 24).
39 Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión (principios 25 y 26).
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d) Todo establecimiento penitenciario dispondrá por lo menos de los servicios de un médico 
califi cado40. Este servicio brindará atención y tratamiento médico a las personas detenidas 
cada vez que sea necesario41. El médico deberá visitar diariamente a todos los reclusos 
enfermos, a todos los que se quejen de estar enfermos y a todos aquellos sobre los cuales se 
llame su atención42.

e) El médico presentará un informe al director de la institución penitenciaria cada vez que 
estime que la salud física o mental de una persona detenida haya sido o pueda ser afectada 
por la prolongación, o por una modalidad cualquiera, de la reclusión43.

f) Se dispondrá el traslado de los enfermos cuyo estado requiera cuidados especiales, a 
establecimientos penitenciarios especializados o a hospitales civiles. Cuando el establecimiento 
disponga de servicios internos de hospital, éstos estarán provistos del material, del instrumental 
y de los productos farmacéuticos necesarios para proporcionar a los reclusos enfermos 
los cuidados y el tratamiento adecuados. Además, el personal deberá poseer sufi ciente 
preparación profesional44.

g) Los servicios médicos del establecimiento penitenciario deberán comprender un servicio 
psiquiátrico para el diagnóstico y, si fuere necesario, para el tratamiento de los casos de 
enfermedades mentales, y los servicios de un dentista califi cado45. 

h) El servicio médico hará inspecciones regulares y asesorará al director respecto a la alimentación, 
higiene del establecimiento y de las personas detenidas, condiciones sanitarias y de habitación, 
vestimenta y educación física46.

i) Asimismo, una autoridad independiente con inspectores especialmente capacitados, incluido 
personal médico, realizará periódicas visitas a los lugares de reclusión, y estará facultada para 
realizar inspecciones sin previo aviso por su propia iniciativa. Los inspectores tendrán libre 
acceso a todas las personas que se encuentren en dichos lugares de reclusión, así como a 
todos sus antecedentes47.

j) Estos servicios de atención médica y los tratamientos serán gratuitos48.

Responsabilidad del Estado por la actuación de agentes no estatales

Uno de los aspectos más complejos es la atribución de responsabilidad internacional al Estado 
por la actuación de agentes no estatales en la comisión de las ejecuciones arbitrarias, partiendo 
de la misma defi nición de la categoría de agente no estatal.

El Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias ha señalado que, 
en el contexto de su mandato, la categoría más importante de agentes no estatales “son los 

40 Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos (regla 22.1).
41 Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión (principio 24).
42 Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos (regla 25.1).
43 Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos (regla 25.2).
44 Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos (regla 22.2).
45 Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos (regla 22).
46 Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos (regla 26).
47 Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias (principio 7).
48 Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión (principio 24).
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grupos que, aunque no estén formados por funcionarios gubernamentales propiamente dichos, 
llevan a cabo sus acciones a instancias del gobierno, o con su conocimiento o aquiescencia, 
y, por consiguiente, no son objeto de investigación, enjuiciamiento o castigo efectivos”. Entre 
estos grupos se encuentran los “grupos paramilitares, milicias, escuadrones de la muerte, 
tropas irregulares y otros grupos similares”. La responsabilidad internacional del Estado en 
las ejecuciones arbitrarias de estos agentes no estatales está claramente defi nida en términos 
jurídicos “ya que, en la medida en que el gobierno está directamente implicado, se le puede 
atribuir la responsabilidad legal”.

Otra categoría de agentes no estatales defi nida por el Relator Especial, pertinente a los efectos 
de esta investigación, son los particulares que cometen “delitos, incluido el asesinato […] cuya 
responsabilidad también puede atribuirse al Estado cuando éste no ha adoptado las medidas 
necesarias para impedirlos o prevenirlos y para castigar a los autores, ni ha hecho frente a las 
actitudes o circunstancias sociales que alientan o hacen posibles esos delitos”. Esta categoría 
incluye, por ejemplo, los crímenes de odio contra homosexuales o minorías raciales o étnicas, los 
asesinatos por cuestiones de honor, la limpieza social, o los ataques repetidos contra determinado 
colectivo. Asimismo, “se incluirían también las actividades de cualquiera de los grupos descritos 
anteriormente en la primera categoría, en la medida en que se pueda demostrar que no existe 
participación ni connivencia del gobierno en sus actividades”. En estas circunstancias el concepto 
aplicable para determinar la responsabilidad internacional del Estado es el de “diligencia 
debida”. Si bien se trata de hechos que en principio son delitos comunes que no generan 
responsabilidad del Estado, “una vez que se manifi esta con claridad un cuadro persistente en el 
que la respuesta del gobierno es insufi ciente, cabe atribuirle responsabilidad en el marco de las 
normas internacionales de derechos humanos. Al no actuar, el gobierno confi ere cierto grado de 
impunidad a los asesinos”. En este sentido, un Estado es responsable de las violaciones al derecho 
a la vida perpetradas por agentes no estatales también cuando “las autoridades no reaccionan con 
prontitud ante información fi able, si no existen o son inefi caces los recursos jurídicos pertinentes, 
o si el Estado no adopta medidas para clarifi car la situación a la vista de pruebas consistentes o 
para establecer la responsabilidad individual en el contexto nacional”49.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha desarrollado toda una línea consistente de 
interpretación respecto de los presupuestos y condiciones de imputabilidad al Estado de la 
responsabilidad internacional derivada de un acto perpetrado por particulares. Así, la Corte ha 
señalado que, en atención al carácter de jus cogens del derecho a la vida y de la consecuente jus cogens del derecho a la vida y de la consecuente jus cogens
prohibición de su privación arbitraria garantizados en los artículos 4.1 y 1.1 de la Convención, 
los Estados asumen la obligación erga omnes de proteger a todas las personas que se encuentren erga omnes de proteger a todas las personas que se encuentren erga omnes
bajo su jurisdicción. En tal sentido, “tal obligación general se impone no sólo en relación con el 
poder del Estado sino también en relación con actuaciones de terceros particulares”50.

En esta línea jurisprudencial, la Corte sostuvo que en principio, en virtud de estas obligaciones 
erga omnes, cabe atribuir en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos responsabilidad 

49 Las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias. Informe del Relator Especial, Philip Alston. E/CN.4/2005/7, 22 de diciembre de 
2004, párrs. 65-75.

50 Caso Pueblo Indígena de Sarayaku. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 17 de 
junio de 2005, considerando undécimo. Caso de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó, Medidas Provisionales. Resolución 
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 15 de marzo de 2005, considerando décimo. Caso de las Comunidades del 
Jiguamiandó y del Curbaradó, Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 15 de marzo de 
2005, considerando noveno. Caso Eloisa Barrios y otros. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos de 23 de noviembre de 2004, considerando décimo segundo.
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al Estado por actos u omisiones de cualquier poder, órgano o agente estatal, independientemente 
de su jerarquía, realizados al amparo de su carácter ofi cial, aun si actúan fuera de los límites de 
su competencia, que violen los derechos internacionalmente consagrados51.

Asimismo, la responsabilidad del Estado se extiende a actos cometidos por particulares cuando 
éste incumple, por acción u omisión de sus agentes estatales que se encuentren en posición de 
garantes, con su obligación positiva de adoptar las medidas necesarias para asegurar la efectiva 
protección de los derechos humanos en las relaciones entre individuos particulares52.

Además, la Corte ha considerado que “un hecho ilícito violatorio de los derechos humanos 
que inicialmente no resulte imputable directamente a un Estado, por ejemplo, por ser obra 
de un particular o por no haberse identifi cado al autor de la transgresión, puede acarrear la 
responsabilidad internacional del Estado, no por ese hecho en sí mismo, sino por falta de la 
debida diligencia para prevenir la violación o para tratarla en los términos requeridos por la 
Convención”53.

La Corte señaló que “[p]ara establecer que se ha producido una violación de los derechos 
consagrados en la Convención, no se requiere determinar, como ocurre en el derecho penal 
interno, la culpabilidad de sus autores o su intencionalidad y tampoco es preciso identifi car 
individualmente a los agentes a los cuales se atribuye los hechos violatorios. Es sufi ciente la 
demostración de que ha habido apoyo o tolerancia del poder público en la infracción de los 
derechos reconocidos en la Convención. Además, también se compromete la responsabilidad 
internacional del Estado cuando éste no realice las actividades necesarias, de acuerdo con 
su derecho interno, para identifi car y, en su caso, sancionar a los autores de las propias 
violaciones”54.

Defi nición de ejecución arbitraria

En ausencia de una defi nición convencional de ejecución arbitraria, elaboraremos una propia, 
que incluya los elementos señalados por el derecho internacional que confi guran las estrictas 
circunstancias en las que las fuerzas públicas tienen la legitimidad del uso de la fuerza. Esta 
defi nición servirá de marco referencial para la caracterización de las ejecuciones arbitrarias que 
serán objeto de este estudio.

Por ejecución arbitraria entenderemos toda privación ilegítima de la vida, cometida por un 
acto u omisión, intencional o preterintencional, de agentes públicos o personas privadas que 
actúan con conocimiento, autorización o consentimiento expreso o tácito de las autoridades del 
Estado. Se entenderá que la acción es ilegítima, cuando el uso de fuerza y/o armas de fuego haya 
incumplido los requisitos de excepcionalidad, necesidad y proporcionalidad. Se entenderá que 
la omisión es ilegítima, cuando la privación de la vida sobrevenga del incumplimiento de las 
obligaciones razonables de protección de las personas bajo custodia del Estado.

51 Corte I.D.H. Caso de los 19 comerciantes vs. Colombia. Sentencia de 5 de julio de 2004, párr. 140; Caso de la Masacre de Pueblo Bello 
vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006, párr. 111-112.

52 Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Colombia. Sentencia de 31 de enero de 2006, párr. 113; Caso de la “Masacre de Mapiripán” vs. 
Colombia, Sentencia de 15 de noviembre de 2005, párr. 111.

53 Corte I.D.H. Caso de los 19 comerciantes vs. Colombia. Sentencia de 5 de julio de 2004, párr. 140; Caso Caballero Delgado y Santana. 
Sentencia de 8 de diciembre de 1995, párr. 56; Caso Godínez Cruz. Sentencia de 20 de enero de 1989, párr. 182; y Caso Velásquez 
Rodríguez. Sentencia de 29 de julio de 1988, párr. 172.

54 Corte I.D.H. Caso de la ‘Panel Blanca’ (Paniagua Morales y otros vs. Guatemala). Sentencia del 8 de marzo de 1998, párr. 92.
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Esta investigación se focalizará sobre 3 supuestos típicos de ejecuciones arbitrarias que se incluyen 
en las violaciones del derecho a la vida que dan lugar a la intervención del Relator Especial sobre 
las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, y que forman parte de su mandato55:

“c)Las muertes causadas por los atentados u homicidios perpetrados por las 
fuerzas de seguridad del Estado o por grupos paramilitares, escuadrones de 
la muerte u otras fuerzas privadas que cooperen con un Estado o varios o 
sean toleradas por éstos.

d) Las muertes causadas por el uso de la fuerza por agentes de la autoridad o 
por personas que actúen directa o indirectamente de común acuerdo con el 
Estado, cuando el uso de la fuerza no se ajuste a los criterios de necesidad 
absoluta y proporcionalidad.

e) Las muertes sobrevenidas durante la detención debido a la tortura, el 
abandono o el uso de la fuerza, o unas condiciones de detención que pongan 
en peligro la vida”.

Estos hechos constituyen per se violaciones manifi estas a las normas del derecho internacional per se violaciones manifi estas a las normas del derecho internacional per se
de los derechos humanos, son actos ilícitos y generan responsabilidad internacional del Estado, 
el que se encuentra obligado a prevenir que estos hechos sucedan, a investigar y sancionar a los 
responsables y a proveer la reparación integral de las víctimas.

2. Medidas de prevención

En primer lugar, los Estados están obligados a impedir las ejecuciones arbitrarias perpetradas 
por sus propios agentes y a generar condiciones para que no se produzcan estas violaciones al 
derecho a la vida56. Entre estos medios de prevención sobresalen la adecuación legislativa, la 
adopción de normas de derecho penal y de procedimiento, el entrenamiento y capacitación de 
agentes, así como la adopción de medidas administrativas sobre el cuerpo policial.

Adopción de medidas legales
En primer lugar, las garantías de prevención tienen relación con las medidas que se deben 
adoptar en materia de adecuación de leyes. Los Estados, en virtud de la obligación de respetar, 
asegurar que se respeten y aplicar las normas internacionales de derechos humanos, tienen el 
deber de adecuar su derecho interno para que éste sea compatible con sus obligaciones jurídicas 
internacionales, de incorporar las normas internacionales de derechos humanos a su derecho 
interno o aplicarlas de otro modo en su ordenamiento jurídico, de tal modo que las normas de 
aplicación inmediata de las autoridades públicas “proporcione[n] como mínimo el mismo grado 
de protección a las víctimas que imponen sus obligaciones internacionales”57.

55  Las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias. Informe de la Relatora Especial, Asma Jahangir, presentado en cumplimiento de 
la resolución 2002/36 de la Comisión de Derechos Humanos, E/CN.4/2003/3, 13 de enero de 2003, párr. 8-9.

56  Corte I.D.H. Caso Myrna Mack Chang vs. Guatemala, párr. 152; Caso Juan Humberto Sánchez vs. Honduras, párr. 110. Caso Bámaca 
Velásque vs. Guatemala, párr. 172; Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros vs. Guatemala), párrs. 144 a 145.

57  Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifi estas de las normas internacionales de 
derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones (principios 
1, 2 y 3).
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En este sentido, los Estados tienen la obligación de tipifi car en su legislación como delitos 
penales todas las ejecuciones extralegales, y asegurar que este delito sea sancionado con penas 
adecuadas a su gravedad. Debe establecerse claramente que ninguna circunstancia excepcional, 
ni estado de guerra internacional o confl icto armado interno puede exonerar de responsabilidad 
criminal a quien perpetre la ejecución. Esta prohibición debe prevalecer sobre cualquier otra 
orden o disposición de la autoridad ejecutiva58.

Por otra parte, los Estados deben establecer un reglamento en el que se desarrolle el protocolo 
de uso de la fuerza y armas de fuego contra personas por parte de los funcionarios encargados 
de hacer cumplir la ley. Este reglamento debe ser revisado y examinado continuamente a la luz 
de las cuestiones éticas que derivan del uso de armas de fuego contra personas59. Como mínimo, 
el reglamento debe tener directrices detalladas que:

“a) Especifi quen las circunstancias en que los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley estarían autorizados a portar armas de fuego y prescriban los tipos 
de armas de fuego o municiones autorizados;

b) Aseguren que las armas de fuego se utilicen solamente en circunstancias 
apropiadas y de manera tal que disminuya el riesgo de daños innecesarios;

c) Prohíban el empleo de armas de fuego y municiones que puedan provocar 
lesiones no deseadas o signifi quen un riesgo injustifi cado;

d) Reglamenten el control, almacenamiento y distribución de armas de fuego, así 
como los procedimientos para asegurar que los funcionarios encargados de hacer 
cumplir la ley respondan de las armas de fuego o municiones que se les hayan 
entregado;

e) Señalen los avisos de advertencia que deberán darse, siempre que proceda, 
cuando se vaya a hacer uso de un arma de fuego;

f) Establezcan un sistema de presentación de informes siempre que los funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley recurran al empleo de armas de fuego en el 
desempeño de sus funciones”60.

Disposiciones administrativas

Existen varias medidas de carácter administrativo que deben ser adoptadas como mecanismos 
de prevención de las ejecuciones arbitrarias.

Una primera, es de la garantizar un control estricto y riguroso sobre todos los funcionarios 
“responsables de la captura, detención, arresto, custodia y encarcelamiento, así como de todos 
los funcionarios autorizados por la ley para usar la fuerza y las armas de fuego”, mediante el 
establecimiento de una jerarquía de mando claramente determinada61.

58 Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias (principio 1). Principios 
Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley (principios 7 y 8).

59 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley (principio 1).
60 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley (principio 11).
61 Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias (principio 2).
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Por otra parte, en paralelo a la prohibición de que los funcionarios superiores o autoridades 
públicas de un Estado puedan dar autorización para que funcionarios de menor jerarquía 
realicen una ejecución arbitraria, debe establecerse el derecho y el deber de desobedecer esas 
órdenes. La formación de los agentes públicos debe hacer hincapié en el derecho de negarse a 
acatar órdenes que autoricen ejecuciones arbitrarias62. Asimismo, la selección y capacitación de 
los agentes públicos debe prever las aptitudes y capacidades psicológicas y personales que se 
derivan de la ética policial y derechos humanos, y formación especializada en “solución pacífi ca 
de los confl ictos, el estudio del comportamiento de las multitudes y las técnicas de persuasión, 
negociación y mediación, así como a los medios técnicos, con miras a limitar el empleo de la 
fuerza y armas de fuego”, de manera tal que sean autorizados a usar armas de fuego “tras haber 
fi nalizado la capacitación especializada en su empleo”63.

Los organismos encargados de la seguridad pública deben establecer una serie de métodos y 
dotar a los funcionarios de distintos tipos de armas y municiones de modo que puedan hacer un 
uso diferenciado de la fuerza y de las armas de fuego, a fi n de utilizar preferentemente armas 
incapacitantes no letales con miras a restringir cada vez más el empleo de medios que puedan 
ocasionar lesiones o muertes. Asimismo, los agentes deben contar con equipo autoprotector 
adecuado (escudos, cascos, chalecos y medios de transporte a prueba de balas), que permita 
disminuir la necesidad de usar armas letales64.

Las armas incapacitantes no letales quedarán sometidas a una cuidadosa evaluación de la 
fabricación y distribución y control de uso, para reducir el riesgo de causar lesiones a personas 
ajenas a los hechos65.

En atención a las potenciales víctimas de ejecuciones arbitrarias, se debe establecer un sistema 
protección efi caz, judicial o de otro tipo a los particulares y grupos que reciban amenazas de 
muerte66.

Actuación de las fuerzas públicas

Los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios 
Encargados de Hacer Cumplir la Ley, además de establecer cuáles son las circunstancias estrictas 
en las que es legítimo utilizar armas de fuego contra personas, disponen directrices básicas acerca 
del modo de empleo de la fuerza y de las armas de fuego.

Así, los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, “utilizarán en la medida de lo posible 
medios no violentos antes de recurrir al empleo de la fuerza y de armas de fuego”67. Cuando sea 
estrictamente inevitable el uso de armas de fuego, los funcionarios “se identifi carán como tales 
y darán una clara advertencia de su intención de emplear armas de fuego, con tiempo sufi ciente 
para que se tome en cuenta, salvo que al dar esa advertencia se pusiera indebidamente en peligro 
a los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, se creara un riesgo de muerte o daños 
graves a otras personas, o resultara evidentemente inadecuada o inútil dadas las circunstancias 

62 Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias (principios 3 y 19).
63 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley 

(principios 18-21).
64 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley (principio 2).
65 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley (principio 3).
66 Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias (principio 4).
67 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley (principio 4).
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del caso”68. Las órdenes de “disparar sin previo aviso” sólo se darán como último recurso para 
proteger vidas. Los gobiernos deben examinar sus políticas y eliminar toda orden genérica a las 
fuerzas de seguridad de “disparar sin previo aviso”69.

Además de la obligación de dar la voz de alto y de dar la oportunidad de rendición, los funcionarios 
deberán ajustarse a unas reglas de procedimiento que garanticen la proporcionalidad de la 
fuerza, y:

“a) Ejercerán moderación y actuarán en proporción a la gravedad del delito y al 
objetivo legítimo que se persiga;

b) Reducirán al mínimo los daños y lesiones y respetarán y protegerán la vida 
humana;

c) Procederán de modo que se presten lo antes posible asistencia y servicios 
médicos a las personas heridas o afectadas;

d) Procurarán notifi car lo sucedido, a la menor brevedad posible, a los parientes 
o amigos íntimos de las personas heridas o afectadas”70. 

Un aspecto especial, señalado por los Principios Básicos, constituyen las reglas de actuación de las 
fuerzas públicas en el marco de las manifestaciones y reuniones públicas. Sola y estrictamente, se 
podrá hacer uso de la fuerza en el contexto de manifestaciones y reuniones ilícitas.

Al intervenir en situaciones ilícitas pero no violentas “los funcionarios encargados de hacer cumplir 
la ley evitarán el empleo de la fuerza o, si no es posible, lo limitarán al mínimo necesario”, y no 
tendrán legitimidad para hacer uso de armas de fuego. Cuando se intervenga en la dispersión 
de una manifestación o reunión ilícita y violenta, los agentes públicos se abstendrán de utilizar 
armas de fuego, salvo en las circunstancias previstas para defensa de la vida propia o de terceros, 
casos en los que “podrán utilizar armas de fuego cuando no se puedan utilizar medios menos 
peligrosos y únicamente en la mínima medida necesaria”71.

3. Deber de investigar, enjuiciar y sancionar debidamente las ejecuciones  
    arbitrarias

Correlato inmediato de la constatación de una ejecución arbitraria es el deber de investigar 
debidamente el hecho y, en su caso, enjuiciar y castigar a los responsables. Ninguna medida de 
prevención resultará efi caz sin la existencia de una garantía cierta de justicia, tal como lo señala 
la Relatora Especial al decir que:

68 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley (principio 10).
69 Las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias. Informe de la Relatora Especial, Asma Jahangir. E/CN.4/2004/7, 22 de diciembre 

de 2003, párr 96
70 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley (principio 5).
71 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley (principio 

13 y 14).
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“Está claro que las medidas destinadas a prevenir las ejecuciones extrajudiciales, 
tales como la reforma jurídica, la estricta aplicación de las normas para entablar 
combate, la formación en derechos humanos y el control de la cadena de 
mando sólo pueden ser efi caces y signifi cativas si llevan aparejados fuertes 
mecanismos de investigación y persecución de las violaciones graves de los 
derechos humanos perpetradas por agentes estatales”72.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido de un modo uniforme en su 
jurisprudencia que la impunidad de las violaciones a los derechos humanos viola el deber de 
garantizar su libre y pleno ejercicio a las personas sujetas a su jurisdicción, y que del mismo 
modo en que “el Estado tiene el deber jurídico de prevenir razonablemente las violaciones de 
los derechos humanos” está obligado a “investigar seriamente con los medios a su alcance las 
violaciones que se hubieren cometido a fi n de identifi car a los responsables, de imponerles las 
sanciones pertinentes y de asegurar a la víctima una adecuada reparación”73.

Cuando se presenta “un patrón de violaciones a los derechos humanos, entre ellas ejecuciones 
extrajudiciales impulsadas o toleradas por el Estado, contrarias al jus cogens, se genera un clima 
incompatible con una efectiva protección del derecho a la vida”74. Asimismo, la Corte señaló que

“En casos de ejecuciones extrajudiciales es fundamental que los Estados 
investiguen efectivamente la privación del derecho a la vida y castiguen a todos 
sus responsables, especialmente cuando están involucrados agentes estatales, ya 
que de no ser así, se estarían creando, dentro de un ambiente de impunidad, las 
condiciones para que este tipo de hechos vuelva a repetirse, lo que es contrario 
al deber de respetar y garantizar el derecho a la vida”75.

Como medio más idóneo para evitar la repetición de los hechos y como garantía y salvaguardia 
efectiva del derecho a la vida, se exige que se realice una investigación ofi cial frente a cualquier 
hecho en el que personas pierdan la vida como consecuencia del uso de la fuerza por parte de 
funcionarios del Estado. Al respecto la Corte estableció que:

“La prohibición general que tienen los agentes estatales de abstenerse de privar 
arbitrariamente de la vida a un individuo [...] sería inefectiva, en la práctica, si no 
existiera un procedimiento en el que se revisara la legalidad del uso de la fuerza letal 
por parte de dichas autoridades. La obligación que impone el artículo 2 respecto a 
la protección del derecho a la vida, tomada en conjunto con la obligación general 
[...] del Estado [...] de ‘asegurar a todos los individuos bajo su jurisdicción el goce 
de los derechos y libertades en [la] Convención’, requiere la realización de [...] 

72 Las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias. Informe de la Relatora Especial, Sra. Asma Jahangir, presentado en cumplimiento 
de la resolución 2000/31 de la Comisión de Derechos Humanos, E/CN.4/2001/9, 11 de enero de 2001, párr. 59.

73 Corte I.D.H. Caso Velásquez Rodrísquez Rodrísquez Rodr guez vs. Honduras.íguez vs. Honduras.í  Sentencia de 29 de julio de 1988, párr. 174; Caso Godínez Cruz vs. Honduras.ínez Cruz vs. Honduras.í
Sentencia de 20 de enero de 1989, párr. 184; Caso El Amparo vs. Venezuela, Reparaciones. Sentencia de 14 de setiembre de 1996 , 
párr. 61 y punto resolutivo 4; Caso Neira AlegríCaso Neira AlegríCaso Neira Alegr a y otros vs. Pería y otros vs. Perí úa y otros vs. Perúa y otros vs. Per , Reparaciones. Sentencia de 19 de setiembre de 1996, párr. 69 y punto 
resolutivo 4; Caso Caballero Delgado y Santana vs. Colombia. Sentencia de 8 de diciembre de 1995, párrs. 58, 69 y punto resolutivo 
5; Caso Castillo Páez vs. Perúez vs. Perúez vs. Per . Sentencia de 3 de noviembre de 1997, párr. 90; Caso Suárez Rosero vs. Ecuador. Sentencia de 12 de 
noviembre de 1997, párr. 107 y punto resolutivo 6; Caso Blake vs. Guatemala. Sentencia de 24 de enero de 1998, párr. 121 y punto 
resolutivo 3; Caso Paniagua Morales y otros vs. Guatemala. Sentencia de 8 de marzo de 1998, párr. 178 y punto resolutivo 6.

74 Corte I.D.H. Caso Myrna Mack Chang vs. Guatemala, párr. 152; Caso Juan Humberto Sánchez vs. Honduras, párr. 110; y Caso Juan Humberto Sánchez vs. Honduras, párr. 110; y Caso Juan Humberto Sánchez Caso de los 
“Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros vs. Guatemala), párr. 144.

75 Caso Myrna Mack Chang vs. Guatemala, párr. 156.
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una investigación ofi cial efectiva, cuando algún individuo haya fallecido como 
consecuencia del uso de la fuerza”76.

Ante la sospecha de una ejecución arbitraria, incluso ante la queja de familiares u otras fuentes de 
información fi ables que hagan sospechar que una muerte no se produjo por causas naturales, los 
Estados deben realizar una “investigación exhaustiva, inmediata e imparcial”. Esta investigación 
deberá estar encaminada a “determinar la causa, la forma y el momento de la muerte, la persona 
responsable y el procedimiento o práctica que pudiera haberla provocado”, y distinguirá “entre 
la muerte por causas naturales, la muerte por accidente, el suicidio y el homicidio”77.

Las normas del derecho internacional imponen que los Estados impulsen la investigación ex 
offi cio, siempre que se formule una denuncia ofi cial o, en su defecto, se cuente con información 
fi dedigna proveniente de cualquier otra fuente puesta en su conocimiento bajo cualquier forma. 
En el caso de las personas que mueran bajo custodia del Estado y de las personas que mueran 
como consecuencia del uso de la fuerza por funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, la 
obligación de realizar una investigación es inexcusable, y debe procederse de ofi cio a impulso de 
los propios funcionarios encargados. 

El Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma 
de detención o prisión establece que “[s]i una persona detenida o presa muere o desaparece 
durante su detención o prisión, un juez u otra autoridad, de ofi cio o a instancias de un miembro 
de la familia de esa persona o de alguna persona que tenga conocimiento del caso, investigará 
la causa de la muerte o desaparición. Cuando las circunstancias lo justifi quen, se llevará a 
cabo una investigación iniciada de la misma manera cuando la muerte o desaparición ocurra 
poco después de terminada la detención o prisión. Las conclusiones de esa investigación o el 
informe correspondiente serán puestos a disposición de quien lo solicite, a menos que con ello 
se obstaculice la instrucción de una causa penal en curso” (principio 34).

Los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios 
Encargados de Hacer Cumplir la Ley disponen por su parte que los Estados deben establecer “un 
sistema de presentación de informes siempre que los funcionarios encargados de hacer cumplir 
la ley recurran al empleo de armas de fuego en el desempeño de sus funciones” (principio 11 
inc. f). Cuando al emplear armas de fuego, los funcionarios encargados de hacer cumplir la 
ley hubieran ocasionado lesiones o la muerte de una persona, deberán comunicar el hecho 
en forma inmediata a sus superiores (principio 6). Para estos dos casos, los Estados deben 
establecer “procedimientos efi caces para la presentación de informes y recursos” y asegurar “un 
procedimiento de revisión efi caz y que autoridades administrativas o judiciales independientes 
estén dotadas de competencia en circunstancias apropiadas”; los informes detallados acerca de 
estas circunstancias deberán ser enviados rápidamente “a las autoridades competentes para la 
revisión administrativa y la supervisión judicial” (principio 22).

Órgano de investigación

Es obligación de los Estados establecer órganos competentes e independientes y procedimientos 
para realizar las investigaciones correspondientes de las ejecuciones arbitrarias que se denuncien. 

76 Corte I.D.H. Caso de los hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú. Sentencia de 8 de julio de 2004, párr. 131, citando la jurisprudencia de 
la Corte Europea de Derechos Humanos en los casos Nachova y otros v. Bulgaria, Sentencia de 26 de febrero de 2004, parr. 116; Hugh 
Jordan v. Reino Unido, Sentencia de 4 mayo 2001, parr. 105; Çiçek v. Turquía, Sentencia de 27 de febrero de 2001, parr. 148; y McCann 
y otros v. Reino Unido, Sentencia de 27 de septiembre de 1995, parr. 161.

77 Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias (principio 9).
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Las autoridades designadas en estos órganos tendrán poderes sufi cientes para obtener toda la 
información necesaria para la investigación, los cuáles incluirán los medios fi nancieros y técnicos 
para una investigación efi caz así como las facultades legales para llamar a comparecencia a 
funcionarios y testigos a los efectos de recibir su testimonio, así como para ordenar la presentación 
de otros medios de prueba78.

Cuando estos órganos y procedimiento resulten insufi cientes o inefi caces para una investigación 
adecuada “debido a la falta de competencia o de imparcialidad, a la importancia del asunto o 
a los indicios de existencia de una conducta habitual abusiva, así como en aquellos en los que 
se produzcan quejas de la familia por esas insufi ciencias o haya otros motivos sustanciales para 
ello”, los gobiernos deberán realizar una investigación a través de una comisión de encuesta 
independiente u otro procedimiento similar, cuyos miembros deberán ser “elegidos en función 
de su acreditada imparcialidad, competencia e independencia personal. En particular, deberán 
ser independientes de cualquier institución, dependencia o persona que pueda ser objeto de 
la investigación”. Esta comisión independiente deberá estar dotada de todos los recursos y 
facultades legales para proceder a una investigación efi caz79.

Autopsia y otros medios de prueba obligatorios

En todo caso de una investigación sobre una ejecución arbitraria, es obligación del Estado 
proceder a una autopsia adecuada practicada por un experto en medicina forense, o al menos 
por un médico. Hasta tanto no se haya realizado la autopsia, no podrá inhumarse ni incinerarse 
el cuerpo de la persona ejecutada, que deberá permanecer “a disposición de quienes realicen la 
autopsia durante un período sufi ciente con objeto de que se pueda llevar a cabo una investigación 
minuciosa”. Si después de enterrado el cuerpo una nueva autopsia resulta necesaria, se exhumará 
el cuerpo sin demora y en forma adecuada.

El informe de la autopsia deberá determinar, al menos, los siguientes aspectos: a) la identidad de 
la persona fallecida; b) la causa y forma de la muerte; c) el momento y el lugar en que ésta se 
produjo. En el informe se deberán anexar fotografías en color de la persona ejecutada con el fi n de 
documentar y corroborar las conclusiones de la investigación, así como se “deberá describir todas 
y cada una de las lesiones que presente la persona fallecida e incluir cualquier indicio de tortura”.

Los profesionales que practiquen la autopsia deberán “actuar imparcialmente y con independencia 
de cualesquiera personas, organizaciones o entidades potencialmente implicadas” a fi n de 
garantizar de este modo la objetividad de los resultados de la investigación. Además, estos 
profesionales tendrán acceso a todos los datos de la investigación, al lugar donde fue descubierto 
el cuerpo, y a aquél en el que suponga que se produjo la muerte”80.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido un minucioso sistema de pruebas 
obligatorias en base al Manual sobre la Prevención e Investigación Efectiva de Ejecuciones 
Extrajudiciales, Arbitrarias y Sumarias de Naciones Unidas. Así:

“Las autoridades estatales que conducen una investigación deben, inter alia, a) identifi car 
a la víctima; b) recuperar y preservar el material probatorio relacionado con la muerte; 
c) identifi car posibles testigos y obtener sus declaraciones en relación con la muerte 

78 Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias (principio 9 y 10).
79 Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias (principio 11).
80 Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias (principio 12-14).

EL DERECHO A LA VIDA Y LAS EJECUCIONES ARBITRARIAS. MARCO NORMATIVO APLICABLE



88

que se investiga; d) determinar la causa, forma, lugar y momento de la muerte, así 
como cualquier procedimiento o práctica que pueda haberla provocado, y e) distinguir 
entre muerte natural, muerte accidental, suicidio y homicidio. Además, es necesario 
investigar exhaustivamente la escena del crimen, se deben realizar autopsias y análisis 
de restos humanos, en forma rigurosa, por profesionales competentes y empleando los 
procedimientos más apropiados”81.

Asimismo, la Corte Interamericana, fundándose en jurisprudencia de la Corte Europea de 
Derechos Humanos, sostiene que que la investigación del uso de la fuerza que haya conllevado 
la utilización de armas “debe hacerse sobre todas las circunstancias y el contexto de los hechos, 
incluyendo las acciones de planeación y control de los hechos bajo examen”82.

Medidas de seguridad de víctimas, querellantes y testigos

Los familiares de las víctimas de ejecuciones arbitrarias deben gozar de un trato humano 
respetuoso de su dignidad; los Estados deben adoptar “medidas apropiadas para garantizar su 
seguridad, su bienestar físico y psicológico y su intimidad, así como los de sus familias” velando 
por que “su derecho interno disponga que las víctimas de violencias o traumas gocen de una 
consideración y atención especiales, para que los procedimientos jurídicos y administrativos 
destinados a hacer justicia y conceder una reparación no den lugar a un nuevo trauma”83.

En atención a estas obligaciones dispuestas en el derecho internacional, se establecen estos 
derechos para los familiares de las víctimas:

Derecho a la notifi cación debida de la muerte: Inmediatamente tras la comprobación de la 
identidad de una víctima de una presunta ejecución arbitraria, “se anunciará públicamente su 
fallecimiento, y se notifi cará inmediatamente a la familia o parientes. El cuerpo de la persona 
fallecida será devuelto a sus familiares después de completada la investigación”, a fi n que los 
familiares dispongan de él de acuerdo con sus pautas culturales y creencias religiosas84. Esta 
obligación es inexcusable en el caso de heridas o muerte causadas por el uso de la fuerza por 
parte de funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, y en el caso de muertes de personas 
sometidas a cualquier forma de detención o prisión y que se encuentren bajo custodia del Estado, 
aunque la muerte haya sido consecuencia aparente del uso legítimo de la fuerza o por una causa 
natural. En el caso de las personas bajo custodia del Estado, la obligación de informar se extiende 
a las situaciones en que la persona recluida tenga una enfermedad o accidente graves85.

Derecho a la protección judicial y asistencia letrada: Las víctimas de cualquier violación a los 
derechos humanos tienen derecho a un acceso igual a un recurso judicial efectivo, así como a 
cualquier otro recurso administrativo o de la naturaleza que fuere, y que resulte pertinente para 
justiciar adecuadamente la violación perpetrada. Asimismo, este derecho comprende el acceso a 

81 Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. Sentencia del noviembre de 2006, párr. 383. Caso Vargas Areco vs. Paraguay. 
Sentencia de 26 de septiembre de 2006, párr. 91. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) vs. la República Bolivariana de 
Venezuela. Sentencia del 5 de julio de 2006, párr. 140.

82 Corte IDH. Caso del Penal Miguel Castro Castro vs. Perú. Sentencia del noviembre de 2006, párr. 384. Caso Montero Aranguren y otros 
(Retén de Catia) vs. la República Bolivariana de Venezuela. Sentencia del 5 de julio de 2006, párr. 82.

83 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las normas internacionales de derechos humanos y del 
derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones (principio 10).

84 Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias (principio 15).
85 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley (principio 

5 inc. d); Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos (regla 44.1).
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la información necesaria y pertinente acerca de los recursos y medios de reparación86. A tal fi n, 
es obligación de los Estados:

“a) Dar a conocer, por conducto de mecanismos públicos y privados, información 
sobre todos los recursos disponibles contra las violaciones manifi estas de las 
normas internacionales de derechos humanos y las violaciones graves del derecho 
internacional humanitario;

[…]

c) Facilitar asistencia apropiada a las víctimas que tratan de acceder a la justicia;

d) Utilizar todos los medios jurídicos, diplomáticos y consulares apropiados para 
que las víctimas puedan ejercer su derecho a interponer recursos por violaciones 
manifi estas de las normas internacionales de derechos humanos o por violaciones 
graves del derecho internacional humanitario”87.

Asimismo, es obligación del Estado notifi car debidamente a los familiares de la persona fallecida 
y sus representantes legales de los trámites que se realicen y de las audiencias que se celebren, a 
las que tendrán acceso, así como a “toda la información pertinente a la investigación”. Además 
del derecho de acción, los familiares expresamente tendrán derecho a presentar otras pruebas 
y a designar a un médico u otro representante suyo califi cado para que esté presente en la 
autopsia88.

Derecho a medidas cautelares de protección: Los familiares de las víctimas de ejecuciones 
arbitrarias, así como sus representantes legales y testigos deberán estar protegidos de actos 
o amenazas de violencia o de cualquier otra forma de intimidación, represalia o ingerencias 
ilegítimas a su intimidad, antes, durante y después del procedimiento judicial, administrativo 
o del tipo que se trate. Para tal fi n, y muy particularmente, cualquier funcionario que esté 
implicado en la ejecución arbitraria será provisoriamente apartado “de todos los puestos que 
entrañen un control o poder directo o indirecto sobre los querellantes, los testigos y sus familias, 
así como sobre quienes practiquen las investigaciones”89.

Publicación del informe de investigación

Una vez que la investigación sobre una ejecución arbitraria concluye, se debe redactar y publicar 
un informe escrito con las conclusiones como paso necesario para el reconocimiento de las 
responsabilidades y para el enjuiciamiento y sanción de los responsables. A tal efecto:

“Se redactará en un plazo razonable un informe por escrito sobre los métodos y 
las conclusiones de las investigaciones. El informe se publicará inmediatamente 

86 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley (principio 
23); Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las normas internacionales de derechos humanos 
y del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones (principio 11).

87 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las normas internacionales de derechos humanos y del 
derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones (principio 12).

88 Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias (principio 16).
89 Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias (principio 15). Principios 

y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las normas internacionales de derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones (principio 12 inc. b).
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y en él se expondrán el alcance de la investigación, los procedimientos y métodos 
utilizados para evaluar las pruebas, y las conclusiones y recomendaciones basadas 
en los resultados de hecho y en la legislación aplicable. El informe expondrá también 
detalladamente los hechos concretos ocurridos, de acuerdo con los resultados de 
las investigaciones, así como las pruebas en que se basen esas conclusiones, y 
enumerará los nombres de los testigos que hayan prestado testimonio, a excepción 
de aquéllos cuya identidad se mantenga reservada por razones de protección. 
El gobierno responderá en un plazo razonable al informe de la investigación, o 
indicará las medidas que se adoptarán a consecuencia de ella”90.

Plazo razonable para la conclusión de las investigaciones y de la acción judicial

La investigación judicial de la ejecución arbitraria, el juicio del caso y la decisión judicial sobre 
los méritos de la causa deben producirse dentro de un plazo razonable. Este derecho deriva 
de la obligación del Estado de proveer recursos rápidos, sencillos y efectivos a las víctimas de 
las violaciones de derechos humanos y del derecho de todas las personas a ser oídas por un 
tribunal competente e imparcial dentro de un plazo razonable en cualquier juicio penal o civil. 
La obligación de concluir los procesos dentro de un plazo razonable se extiende a las acciones 
judiciales y/o administrativas encaminadas a obtener una compensación justa y sufi ciente91.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que el derecho al debido proceso, 
incluido el derecho de las personas a ser oídas “dentro de un plazo razonable”, establecido por el 
artículo 8.1 de la Convención Americana también se aplica a las víctimas de las violaciones a los 
derechos humanos, ya que éstas también tienen derecho a conocer la verdad y a obtener justicia 
y reparación en un tiempo razonable92. De ahí, cualquier demora arbitraria en el procedimiento 
acarreará una denegación de justicia por vía del retardo injustifi cado de los recursos internos.

La razonabilidad del plazo debe ser determinada en cada caso. La Corte, apoyándose en la 
jurisprudencia de la Corte Europea de Derechos Humanos, señaló que “se deben tomar en 
cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla el 
proceso: a) la complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; y c) la conducta 
de las autoridades judiciales”93.

Enjuiciamiento y castigo de los responsables

Los Estados tienen la obligación de someter a enjuiciamiento criminal –dentro del marco del 
derecho al debido proceso– a todas las personas que haya identifi cado como participantes 
de cualquier ejecución extrajudicial cometida bajo su jurisdicción. Esta obligación comprende 
la de hacer comparecer a los acusados, o a colaborar en su extradición a los países que se 

90 Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias (principio 17).
91 Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias (principios 17 y 20). 

Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las normas internacionales de derechos humanos y del 
derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones (principios 2 inc. a, 3 inc. b, 12, 13 y 14).

92 Corte I.D.H. Caso Juan Humberto Sánchez  vs. Honduras. Sentencia de 7 de junio de 2003, párrs. 129-132. Caso Mack  vs. Guatemala. 
Sentencia de 25 de noviembre de 2003, párrs. 209-210. Caso Vargas Areco vs. Paraguay. Sentencia de 26 de septiembre de 2006, parrs. 
101-109.

93 Corte I.D.H. Caso Genie Lacayo vs. Nicaragua. Sentencia de 29 de enero de 1997, párr. 77.
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propongan someterlos a juicio. “Este principio se aplicará con independencia de quienes sean 
los perpetradores o las víctimas, del lugar en que se encuentren, de su nacionalidad, y del lugar 
en el que se cometió el delito”94.

De acuerdo al derecho internacional, la responsabilidad penal por una ejecución arbitraria debe 
extenderse al superior jerárquico que dio una orden ilegítima95.

Del igual modo, la responsabilidad de las ejecuciones arbitrarias se debe extender a “[l]os 
funcionarios superiores, ofi ciales u otros funcionarios públicos [por] los actos cometidos por 
funcionarios sometidos a su autoridad si tuvieron una posibilidad razonable de evitar dichos 
actos”96. Asimismo, los gobiernos “adoptarán las medidas necesarias para que los funcionarios 
superiores asuman la debida responsabilidad cuando tengan conocimiento, o debieran haberlo 
tenido, de que los funcionarios a sus órdenes recurren, o han recurrido, al uso ilícito de la fuerza 
y de armas de fuego, y no adopten todas las medidas a su disposición para impedir, eliminar o 
denunciar ese uso”97.

Como ya se ha señalado, los Estados deben abstenerse de dictar normas que permitan invocar 
obediencia debida a órdenes jerárquicas superiores para evadir la responsabilidad criminal por 
la comisión de una ejecución arbitraria, así como tampoco cabe justifi car en ninguna situación 
excepcional el otorgamiento de “inmunidad general previa de procesamiento” a las personas 
presuntamente implicadas en las ejecuciones arbitrarias.

Las ejecuciones arbitrarias, por ser violaciones manifi estas de las normas internacionales de 
derechos humanos que constituyen crímenes a la luz del derecho internacional, no deben estar 
sujetas a normas de prescripción98.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos señaló en Barrios Altos99Barrios Altos99Barrios Altos  que “son inadmisibles las 
disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes 
de responsabilidad que pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de las 
violaciones graves de los derechos humanos tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, 
extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir 
derechos inderogables reconocidos por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos”. Los 
Estados que adopten leyes que tengan tales efectos violan las disposiciones de la Convención 
Americana que imponen “el deber de tomar las providencias de toda índole para que nadie sea 
sustraído de la protección judicial y del ejercicio del derecho a un recurso sencillo y efi caz”.

Las disposiciones de esta naturaleza “conducen a la indefensión de las víctimas y a la perpetuación 
de la impunidad, por lo que son manifi estamente incompatibles con la letra y el espíritu de la 
Convención Americana. Este tipo de leyes impide la identifi cación de los individuos responsables 
de violaciones a derechos humanos, ya que se obstaculiza la investigación y el acceso a la justicia e 
impide a las víctimas y a sus familiares conocer la verdad y recibir la reparación correspondiente”. 
La Corte sostuvo que estas leyes y disposiciones son nulas y carecen de efectos legales para seguir 

94 Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias (principio 18).
95 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley (principio 26).
96 Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias (principio 19).
97 Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley (principio 24).
98 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las normas internacionales de derechos humanos y del 

derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones (principio 6).
99 Corte I.D.H. Caso Barrios Altos (Chumbipuma Aguirre y otros vs. Perú). Sentencia de 14 de marzo de 2001, párrs. 41-44.
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manteniendo la impunidad de los perpetradores y para absolver de responsabilidad internacional 
al Estado, ya que “[c]omo consecuencia de la manifi esta incompatibilidad entre las leyes de 
autoamnistía y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, las mencionadas leyes carecen 
de efectos jurídicos y no pueden seguir representando un obstáculo para la investigación de los 
hechos que constituyen este caso ni para la identifi cación y el castigo de los responsables”.

Entre de las formas de violación al derecho a la vida que se incluyen en las violaciones que 
dan lugar a la intervención del Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o 
arbitrarias, y que forman parte de su mandato se incluye:

“i) El incumplimiento de la obligación de investigar las supuestas violaciones del 
derecho a la vida y de proceder contra los presuntos responsables” 100.

La impunidad de las ejecuciones arbitrarias constituye una violación conexa a la privación 
arbitraria de la vida que también orientará esta investigación.

4. Deber de reparación a las víctimas de ejecuciones arbitrarias

De la constatación de una violación manifi esta de una norma internacional de derechos humanos 
imputable al Estado, surge la obligación de éste de reparar a las víctimas. Se ha establecido en 
la jurisprudencia constante de diversos tribunales internacionales de derechos humanos –en 
especial la Corte Interamericana de Derechos Humanos- que constituye “un principio del derecho 
internacional que toda violación a una obligación internacional que haya producido un daño 
comporta el deber de repararlo adecuadamente”101. Los Principios y directrices básicos sobre 
el derecho de las víctimas de violaciones de las normas internacionales de derechos humanos y 
del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones establecen 
que de acuerdo al derecho internacional de los derechos humanos “las víctimas de violaciones 
manifi estas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del 
derecho internacional humanitario” tienen derecho a “una reparación plena y efectiva”, la que 
debe ser satisfecha “de forma apropiada y proporcional a la gravedad de la violación y a las 
circunstancias de cada caso”102.

La Corte Interamericana ha desarrollado el concepto de reparación, que conlleva: a) la plena 
restitución de la víctima (restitutio in integrum), lo que implica que se debe restablecer a la restitutio in integrum), lo que implica que se debe restablecer a la restitutio in integrum
víctima a la situación anterior del momento en que ocurrió el ilícito internacional violatorio de 
sus derechos humanos (el statu quo ante); b) la cesación de las consecuencias producidas por la statu quo ante); b) la cesación de las consecuencias producidas por la statu quo ante
violación, y; c) el pago de una indemnización como compensación por los daños patrimoniales 
y extrapatrimoniales incluyendo el daño moral, sobre los cuales sea imposible la restitución de 
hecho103. Asimismo, la Corte ha establecido que:

10 Las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias. Informe de la Relatora Especial, Asma Jahangir, presentado en cumplimiento de 
la resolución 2002/36 de la Comisión de Derechos Humanos, E/CN.4/2003/3, 13 de enero de 2003, párr. 8-9.

101 Corte I.D.H. Caso Velásquez Rodríguez. Indemnización Compensatoria. Sentencia de 21 de julio de 1989 (Art. 63.1 Convención 
Americana Sobre Derechos Humanos), párr. 25, citando el precedente jurisprudencial de la Corte Permanente de Justicia Internacional 
en el caso Chorzów Factory.

102 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifi estas de las normas internacionales de derechos 
humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones (principio 18).

103 Corte I.D.H. Caso Velázquez Rodríguez. Indemnización compensatoria. Sentencia de 21 de julio de 1989 (art. 63.1 Convención Americana 
sobre Derechos Humanos), párr. 26.
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“Las reparaciones, como el término lo indica, consisten en las medidas que tienden 
a hacer desaparecer los efectos de las violaciones cometidas. Su naturaleza y 
su monto dependen del daño ocasionado en los planos tanto material como 
inmaterial. Las reparaciones no pueden implicar ni enriquecimiento ni 
empobrecimiento para la víctima o sus sucesores104”.

No obstante, existen circunstancias -como las que se dan de un modo paradigmático con las 
ejecuciones arbitrarias- en las que resulta imposible la restitución integral porque la violación 
produjo efectos que son irreversibles en un bien jurídico cuyo menoscabo no tiene solución. El 
derecho se enfrenta a sus insalvables limitaciones cuando se trata de reparar una lesión a un bien 
jurídico de dimensiones tan complejas y profundas como la vida. Frente a la irreparabilidad del 
daño, las medidas de reparación debidas frente a ejecuciones arbitrarias deben asumir la forma 
de una indemnización pecuniaria que compense la pérdida, tanto en los daños emergentes y 
el lucro cesante, como en el daño moral sufrido por las víctimas105. Es así que los familiares y 
personas que hayan estado a cargo de las víctimas de ejecuciones arbitrarias tienen derecho -de 
acuerdo a los principios del derecho internacional - “a una compensación justa y sufi ciente”, la 
que debe ser satisfecha “en un plazo razonable”106. Asimismo, en estas modalidades, en estos 
casos el Estado debe adoptar medidas positivas encaminadas a asegurar que los hechos no 
vuelvan a repetirse107.

Concepto y alcance de víctima

En los casos de ejecuciones arbitrarias, el concepto de víctima se amplía en su alcance a raíz de 
la extinción física del titular del bien afectado, lo que conlleva importantes consecuencias en 
materia de reparaciones. En principio, se considera víctima a “toda persona que haya sufrido 
daños individual o colectivamente, incluidas lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, 
pérdidas económicas o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como consecuencia 
de acciones u omisiones que constituyan una violación manifi esta de las normas internacionales 
de derechos humanos o una violación grave del derecho internacional humanitario”. Esta 
denominación incluye a “la familia inmediata o las personas a cargo de la víctima directa y a las 
personas que hayan sufrido daños al intervenir para prestar asistencia a víctimas en peligro o 
para impedir la victimización”. La consideración de víctima se hará “con independencia de si el 
autor de la violación ha sido identifi cado, aprehendido, juzgado o condenado y de la relación 
familiar que pueda existir entre el autor y la víctima”108.

La Corte Interamericana ha establecido que el derecho a la indemnización por daños ocasionados 
por violación al derecho a la vida se transmite a los familiares o a terceras personas que las pueden 

104 Corte I.D.H. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Sentencia del 2 de setiembre del 2004, párr 261; Caso 19 
Comerciantes. Sentencia de 5 de julio de 2004, párr. 223; Caso Cantos, Sentencia de 28 de noviembre de 2002, párr. 68; Caso del 
Caracazo. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 29 de agosto de 2002, párr. 78.

105 Corte I. D. H. Caso Aloeboetoe y Otros. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 10 de 
septiembre de 1993, párr 50.

106 Principios relativos a una efi caz prevención e investigación de las ejecuciones extralegales, arbitrarias o sumarias (principio 20).
107 Caso “Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Sentencia del 2 de setiembre del 2004, párr. 260; Caso de los Hermanos Gómez 

Paquiyauri. Sentencia de 8 de julio de 2004, párr. 189; Caso 19 Comerciantes. Sentencia de 5 de julio de 2004, párr. 222; Caso Molina 
Theissen vs. Guatemala. Sentencia de 4 de mayo de 2004, párr. 42. Caso Garrido y Baigorria. Reparaciones (Art. 63.1 Convención 
Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 2 de agosto de 1998, párr. 41.

108 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifi estas de las normas internacionales de 
derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones (principios 
8 y 9). Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder (principio 1).
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reclamar por derecho propio. En este orden de cosas, los hijos, el cónyuge y, en ausencia de éstos, 
los progenitores de la víctima deben ser tenidos en cuenta como víctimas indirectas en este orden 
de preferencia para la titularidad del derecho de indemnización109. No obstante, la Corte señaló 
que al momento de determinar el alcance de “familiares de la víctima” se debe aplicar un concepto 
amplio, en el que se puedan incluir las formas tradicionales de organización doméstica que no 
se encuadren dentro de las previstas por el derecho civil del país, sino que se rijan por normas 
del derecho consuetudinario de las comunidades en particular110, las que en determinados casos 
pueden incluir a los hijos extramatrimoniales no reconocidos y otras formas de convivencia y/o 
dependencia doméstica que no se encuadren dentro de los límites del parentesco.

Estas circunstancias extienden la titularidad del derecho a una indemnización a personas que 
sin ser sucesoras sufrieron un perjuicio como consecuencia de la ejecución arbitraria. En casos 
así, cabe establecer determinadas condiciones para tal determinación: a) en primer término, 
“el pago reclamado debe estar fundado en prestaciones efectuadas realmente por la víctima al 
reclamante con independencia de si se trata de una obligación legal de alimentos. No puede 
tratarse sólo de aportes esporádicos, sino de pagos hechos regular y efectivamente en dinero o 
en especie o en servicios. Lo importante es la efectividad y la regularidad de la misma”; b) luego, 
“la relación entre la víctima y el reclamante debió ser de naturaleza tal que permita suponer 
con cierto fundamento que la prestación habría continuado si no hubiera ocurrido el homicidio 
de aquella”; c) por último, “el reclamante debe haber tenido una necesidad económica que 
regularmente era satisfecha con la prestación efectuada por la víctima (…) algo que, si no fuera 
por la actitud de la víctima, no habría podido obtener por sí sola”111.

Alcance y modalidades de las reparaciones

De acuerdo a los Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones 
manifi estas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del 
derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones (principios 19- (principios 19- (
23), los Estados se encuentran obligados a proveer a las víctimas de violaciones manifi estas 
al derecho internacional de los derechos humanos “una reparación plena y efectiva” que sea 
“apropiada y proporcional a la gravedad de la violación y a las circunstancias de cada caso”. De 
acuerdo al derecho internacional y al derecho consuetudinario de los Estados, los Principios y 
directrices identifi can 5 modalidades bdirectrices identifi can 5 modalidades bdirectrices ásicas que conforman el concepto de reparación integral: 
restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición.

La restitución consiste en devolver a la víctima a la plenitud de sus derechos y estado conforme 
a la situación anterior a la violación. Esta medida de reparación opera “siempre que sea posible”, 
ya que la irreversibilidad del daño a determinados bienes jurídicos (como la vida o la integridad 
física y psíquica), hace que en algunos casos, como en el de las ejecuciones arbitrarias, la 
restitución pueda ser naturalmente parcial. De acuerdo a los Principios y directrices, las medidas Principios y directrices, las medidas Principios y directrices
de restitución comprenden, entre otras, “el restablecimiento de la libertad, el disfrute de los 
derechos humanos, la identidad, la vida familiar y la ciudadanía, el regreso a su lugar de 
residencia, la reintegración en su empleo y la devolución de sus bienes”.

109 Caso Garrido y Baigorria. Reparaciones (Art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 2 de agosto de 1998, 
párr. 50.

110 Corte I. D. H. Caso Aloeboetoe y Otros. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 10 de 
septiembre de 1993, párr 62.

111 Corte I. D. H. Caso Aloeboetoe y Otros. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 10 de 
septiembre de 1993, párr 68.
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La indemnización consiste en un pago directo en dinero a la víctima que le compense “de 
forma apropiada y proporcional a la gravedad de la violación y a las circunstancias de cada 
caso, por todos los perjuicios económicamente evaluables que sean consecuencia de violaciones 
manifi estas de las normas internacionales de derechos humanos”. Los Principios y directrices
identifi can estos perjuicios como los siguientes:

 “a) El daño físico o mental;
 b) La pérdida de oportunidades, en particular las de empleo, educación y   
 prestaciones sociales;
  c) Los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante;
 d) Los perjuicios morales;
 e) Los gastos de asistencia jurídica o de expertos, medicamentos y servicios 
  médicos y servicios psicológicos y sociales”.112

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido de manera constante y uniforme 
que el daño moral padecido por las víctimas de violaciones al derecho a la vida se presume y no 
se requieren pruebas para arribar a dicha conclusión porque es propio de la naturaleza humana 
que toda persona sometida a agresiones y vejámenes experimente un sufrimiento moral113. En 
estos casos, la indemnización se calcula teniendo en cuenta principios de equidad114. Asimismo, 
la Corte sostuvo que:

“El daño inmaterial puede comprender tanto los sufrimientos y las afl icciones 
causados a las víctimas, el menoscabo de valores muy signifi cativos para las personas, 
así como las alteraciones en las condiciones de existencia de la víctima o su familia. 
No siendo posible asignar al daño inmaterial un preciso equivalente monetario, 
sólo puede ser objeto de compensación, para los fi nes de la reparación integral a 
las víctimas, de dos maneras. En primer lugar, mediante el pago de una cantidad 
de dinero o la entrega de bienes o servicios apreciables en dinero, que el Tribunal 
determine en aplicación razonable del arbitrio judicial y en términos de equidad. Y, 
en segundo lugar, mediante otros medios cuyo objetivo es comprometer al Estado 
con los esfuerzos tendientes a que hechos similares no vuelvan a ocurrir”115.

La rehabilitación ha de comprender medidas de asistencia directa e inmediata al sufrimiento 
y necesidades emergentes de la violación de los derechos de la víctima, e incluye, entre otros 
factores, “la atención médica y psicológica, así como servicios jurídicos y sociales”.

La satisfacción comprende la adopción de medidas que tiendan a borrar el daño inmaterial de 
la violación manifi esta de los derechos humanos, y que realizan en su conjunto la reparación en 
términos de verdad, protección de la honra y la dignidad de la víctima, y el reconocimiento ofi cial 
de la responsabilidad. Los Principios y directrices señalan que todas o parte de las siguientes Principios y directrices señalan que todas o parte de las siguientes Principios y directrices
medidas son medidas efi caces para otorgar satisfacción a las víctimas, de acuerdo al derecho 
internacional:

112 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifi estas de las normas internacionales de derechos 
humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones (principio 20).

113 Corte I. D. H. Caso Aloeboetoe y Otros. Reparaciones (art. 63.1 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Sentencia de 10 de 
septiembre de 1993, párr 52.

114 Corte I.D.H. Caso Velásquez Rodríguez. Indemnización Compensatoria. Sentencia de 21 de julio de 1989 (Art. 63.1 Convención Americana 
Sobre Derechos Humanos), párr. 27.

115 Corte I.D.H. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” vs. Paraguay. Sentencia del 2 de setiembre del 2004, párr. 295.
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“a) Medidas efi caces para conseguir la cesación de las violaciones continuadas;
b) La verifi cación de los hechos y la revelación pública y completa de la verdad,  

en la medida en que esa revelación no provoque más daños o amenace la 
seguridad y los intereses de la víctima, de sus familiares, de los testigos o 
de personas que han intervenido para ayudar a la víctima o impedir que se 
produzcan nuevas violaciones;

c) La búsqueda de las personas desaparecidas, de las identidades de los niños 
secuestrados y de los cadáveres de las personas asesinadas, y la ayuda para 
recuperarlos, identifi carlos y volver a inhumarlos según el deseo explícito o 
presunto de la víctima o las prácticas culturales de su familia y comunidad;

d) Una declaración ofi cial o decisión judicial que restablezca la dignidad, 
la reputación y los derechos de la víctima y de las personas estrechamente 
vinculadas a ella;

e) Una disculpa pública que incluya el reconocimiento de los hechos y la aceptación 
de responsabilidades;

f) La aplicación de sanciones judiciales o administrativas a los responsables de las 
violaciones;

g) Conmemoraciones y homenajes a las víctimas;
h) La inclusión de una exposición precisa de las violaciones ocurridas en la 

enseñanza de las normas internacionales de derechos humanos y del derecho 
internacional humanitario, así como en el material didáctico a todos los 
niveles”116.

Las garantías de no repetición comprenden aquellas medidas de carácter administrativo, 
legislativo o judicial que ataquen las causas institucionales y culturales que favorecieron 
la ocurrencia de las violaciones de derechos humanos, y que contribuyan como medidas de 
prevención para evitar que éstas vuelvan a producirse en el futuro, contra las mismas u otras 
víctimas. Los Principios y directrices establecen que la totalidad o parte de las siguientes medidas Principios y directrices establecen que la totalidad o parte de las siguientes medidas Principios y directrices
constituyen garantías de no repetición:

“a) El ejercicio de un control efectivo de las autoridades civiles sobre las fuerzas 
armadas y de seguridad;

b) La garantía de que todos los procedimientos civiles y militares se ajustan a 
las normas internacionales relativas a las garantías procesales, la equidad y la 
imparcialidad;

c) El fortalecimiento de la independencia del poder judicial;
d) La protección de los profesionales del derecho, la salud y la asistencia sanitaria, 

la información y otros sectores conexos, así como de los defensores de los 
derechos humanos;

e) La educación, de modo prioritario y permanente, de todos los sectores de 
la sociedad respecto de los derechos humanos y del derecho internacional 
humanitario y la capacitación en esta materia de los funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley, así como de las fuerzas armadas y de seguridad;

f) La promoción de la observancia de los códigos de conducta y de las normas éticas, 
en particular las normas internacionales, por los funcionarios públicos, inclusive 
el personal de las fuerzas de seguridad, los establecimientos penitenciarios, los 
medios de información, la salud, la psicología, los servicios sociales y las fuerzas 
armadas, además del personal de empresas comerciales;

116 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifi estas de las normas internacionales de derechos 
humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones (principio 22).
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g) La promoción de mecanismos destinados a prevenir y vigilar los confl ictos 
sociales;

h) La revisión y reforma de las leyes que contribuyan a las violaciones manifi estas 
de las normas internacionales de derechos humanos y a las violaciones graves 
del derecho humanitario o las permitan”117.

Al mismo tiempo, cabe señalar que la Relatora Especial destacó que el derecho de las víctimas 
de recibir una reparación sufi ciente es una cuestión de justicia y de reconocimiento de la 
responsabilidad del Estado, y “que la concesión de indemnización a las víctimas o a sus familiares 
no atenúa en modo alguno el deber del Estado de investigar y perseguir las violaciones de los 
derechos humanos”118.

La falta de medidas adecuadas y efi caces de reparación integral de acuerdo a estos principios del 
derecho internacional a las víctimas de ejecuciones arbitrarias constituye otra de las formas de 
violación al derecho a la vida que se incluyen en las violaciones que dan lugar a la intervención 
del Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias, y que forman 
parte de su mandato:

“j) El incumplimiento de la obligación complementaria de pagar una indemnización 
adecuada a las víctimas de violaciones del derecho a la vida y el no reconocimiento 
por el Estado de la obligación de indemnizar”  119.

117 Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifi estas de las normas internacionales de 
derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones (principio 
23).

118 Las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias. Informe de la Relatora Especial, Sra. Asma Jahangir, presentado en cumplimiento 
de la resolución 2000/31 de la Comisión de Derechos Humanos, E/CN.4/2001/9, 11 de enero de 2001, párr. 64.

119 Las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias. Informe de la Relatora Especial, Asma Jahangir, presentado en cumplimiento de 
la resolución 2002/36 de la Comisión de Derechos Humanos, E/CN.4/2003/3, 13 de enero de 2003, párr. 8-9.
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